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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Bogotá, D.C., mayo treinta (30) de dos mil doce (2012). 
Accionante: Sección Tercera del Consejo de Estado
Accionado:  Saúl Kattan Cohen
Procede la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado a disponer el inicio de una actuación encaminada a determinar la procedencia, o no, de la imposición de medidas correccionales frente al señor Saúl Kattan Cohen, de conformidad con lo normado en los artículos 58 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia y 39 del Código de Procedimiento Civil.
I.      A N T E C E D E N T E S 
El día 30 de mayo del año en curso, el señor Saúl Kattan Cohen emitió unas declaraciones públicas, en horas de la mañana, por la emisora “La W Radio”, a través de las cuales se refirió a un asunto que en la actualidad cursa ante la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado con ocasión de las decisiones proferidas por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina dentro de un proceso que cursó ante el referido Tribunal Internacional, el cual fue promovido por la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A., E.S.P., contra la República de Colombia.
Pues bien, el referido ciudadano formuló imputaciones que podrían resultar alejadas de la verdad y deshonrosas en contra del Consejo de Estado y en especial de los Magistrados integrantes de la Sección Tercera de dicha Corporación, por cuanto según él, dichos Magistrados “… se están haciendo los de la vista gorda …” al no dar cumplimiento a lo que según su opinión habría ordenado el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, supuestamente en el sentido de que debiera ordenarse a COMCEL S.A., la devolución de una determinada suma de dinero a favor de la ETB.
En ese sentido, el ciudadano Saúl Kattan Cohen sostuvo en su declaración que la Sección Tercera del Consejo de Estado habría dilatado, de manera deliberada e injustificada, el cumplimiento a las decisiones antes referenciadas y, en virtud de ello, afirmó que tal actuación habría obedecido a la supuesta “cercanía” o “lobby” de los abogados de COMCEL S.A., con los Magistrados del Consejo de Estado.

Dentro de la declaración pública hecha por el señor Saúl Kattan Cohen ante el medio radial enunciado, claramente afirmó, aludiendo al supuesto retardo o dilación de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en lo que en su entender debe ser el acatamiento de lo que ordenó el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, que “(…) no sabemos si el lobby de Comcel si la cercanía de los abogados al Consejo de Estado por parte de Comcel está causando esto (…)”. 
De la misma manera, en sus declaraciones, el ciudadano Kattan Cohen, efectuó insinuaciones que ponen en entredicho la honorabilidad del Consejo de Estado y de sus Magistrados, al afirmar lo siguiente:

“(…) el Tribunal Andino pues nos nos (sic) dio la razón y desde entonces estamos pidiéndole al Consejo de Estado que se pronuncie y no, no se ha logrado, no se ha logrado … no entendemos las causas … [El Consejo de Estado] no ha dado ninguna respuesta … no se ha pronunciado … le ha circulado comunicaciones a los diferentes Ministerios … no entendemos por qué … no entendemos ese procedimiento … simplemente están alargando tratando de alargar el tema … no sabemos con qué objetivo … la orden del Tribunal Andino está está (sic) desde agosto del dos mil (sic) finales de agosto del año pasado, del dos mil once desde entonces pues esperaríamos que el Consejo de Estado ordene a Comcel el pago, eso es lo único que tienen que hacer ellos, no tienen que juzgar nada, no tienen que interpretar nada, no tienen que llamar a pruebas, no tienen que hacer juicios, no tienen que hacer absolutamente nada, solamente enviar a Comcel la orden de pagar y no lo han hecho, no lo han hecho (sic) y no entendemos por qué (…)”.
“…………………………………

Esto traería muchísimos problemas para el país, pues adicional a lo que ya hablamos de que habría que pagar por parte del Estado Colombiano más de doscientos mil millones, pues esto traería problemas significativos con los Acuerdos de Cartagena, podría generar bloqueos comerciales por parte de países del Pacto Andino por el incumplimiento de estas normas, o sea le podría traer sin número de problemas al país por una decisión pues increíble del Consejo de Estado (…)”.  
“…………………………………

“(…) hemos indagado en los diferentes Ministerios que les han solicitado estas comunicaciones, estas respuestas, que además no tienen ningún sentido, repito, y en los diferentes Ministerios pues no tienen explicación alguna tampoco … no se … es inexplicable (…)”.
II. C O N S I D E R A C I O N E S 

La Sala estima que las imputaciones realizadas de manera directa, concreta y en forma pública por el ciudadano Saúl Kattan Cohen en contra de los Magistrados del Consejo de Estado, podrían subsumirse en uno o varios de los supuestos previstos en el ordenamiento jurídico vigente como conductas pasibles de medidas correccionales por parte de los Jueces, Fiscales y Magistrados de la República, según las previsiones de los numerales 1 y 3 del artículo 58 de la Ley 270 de 1996 y el numeral 2 del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil.
Dado que los señalamientos hechos de manera pública por el señor Saúl Kattan Cohen el día 30 de mayo del presente año ante la emisora “La W Radio” podrían resultar irrespetuosos para con los Magistrados de la Sección Tercera del Consejo de Estado, la Sala iniciará el procedimiento respectivo para efectos de determinar si las afirmaciones que realizó el referido ciudadano, según se dejó descrito, ameritan, o no, la imposición de la medida correccional respectiva por parte de esta Corporación.

En ese sentido, el artículo 59 de la referida Ley 270 de 1996, dispone:

“ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el funcionario de un tiempo igual para resolverlo”. 

Al estudiar la constitucionalidad de la disposición antes transcrita, la Corte Constitucional consideró:

“Este artículo garantiza debidamente un debido proceso (Art. 29 C.P.), el derecho de defensa, y la posibilidad de cuestionar la decisión que imponga la medida sancionadora. En consecuencia, no merece reparo de constitucionalidad alguno, no sin antes aclarar que, no obstante tratarse de una disposición de orden procedimental, su contenido se encuentra inescindiblemente ligado con el citado derecho fundamental y, por ende, debe hacer parte de una ley estatutaria de justicia”
.

En relación con este tema, la Corte Constitucional también ha puntualizado lo siguiente:
“(…) el ejercicio de ese poder disciplinario, que desata decisiones de carácter jurisdiccional, ha de armonizarse con el respeto y cumplimiento estricto de los derechos fundamentales y los principios superiores consagrados en la Carta Política; por eso, teniendo en cuenta que en el ordenamiento superior vigente la libertad de las personas se constituye en un valor esencial, en un derecho inalienable protegido a través de diferentes mecanismos, las sanciones de tipo correccional que imponga el juez a los particulares en ejercicio de sus funciones o en razón de ellas, han de inscribirse en un marco de estricto sometimiento al debido proceso, de acuerdo con lo señalado en el artículo 29 de la C.N., procedimiento que en el caso que nos ocupa se encuentra consagrado en la misma norma impugnada.
Lo anterior quiere decir, que si bien se acepta la legitimidad y constitucionalidad de los poderes disciplinarios que el legislador le dio al Juez como director y responsable del ‘proceso’, con el objeto de que éste pueda mantener incólume el principio de autoridad que le es esencial para el cumplimiento de sus funciones, y su concordancia y coherencia con el ordenamiento superior vigente, el ejercicio de los mismos está sujeto en todo a lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta, que consagra el derecho fundamental al debido proceso en toda clase de actuaciones, sean éstas judiciales o administrativas”
.

Conviene precisar que a la Sección Tercera del Consejo de Estado le asiste competencia para surtir la actuación que aquí se inicia en contra del señor Saúl Kattan Cohen, por cuanto el origen de dicho trámite deviene, como se ha expuesto, de las declaraciones públicas por él emitidas –al margen de que en la actualidad ostente la condición de Presidente de la E.T.B., S.A., E.S.P.–, y afecta tanto a la referida Sección Tercera como a los Magistrados que la integran, puesto que es la Corporación que, en ejercicio de sus funciones judiciales, está adelantando la actuación que se inició con ocasión y por razón de las decisiones que en su momento adoptó el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 
La Sala estima importante puntualizar que los artículos 58 de la Ley 270 de 1996 y 39 del Código de Procedimiento Civil, facultan a los Jueces de la República para imponer sanciones correccionales a las personas cuyas conductas encuadren dentro de los supuestos de hecho previstos en dichas disposiciones.

Ciertamente, según las regulaciones de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, los Magistrados y Jueces de la República tienen la facultad correccional de imponer sanciones cuando se “… les falte al respeto con ocasión del servicio o por razón de sus actos oficiales …” (artículo 58 numeral 1), así como cuando se “… asuma[n] comportamientos contrarios a la solemnidad que deben revestir los actos jurisdiccionales …” (artículo 58, numeral 3), al tiempo que el Código de Procedimiento Civil atribuye facultades correccionales a los Jueces de la República para sancionar “… a quienes le falten al debido respeto en ejercicio de sus funciones o por razón de ellas” (artículo 39, numeral 2).

Con el propósito de que la actuación que aquí se dispondrá iniciar en contra del señor Saúl Kattan Cohen se adelante con estricto apego y observancia al Debido Proceso, se le concederá al referido ciudadano la oportunidad respectiva para ser escuchado por la Corporación y, en tal sentido, para que pueda suministrar las explicaciones a que haya lugar acerca de los señalamientos que a través de sus manifestaciones realizó en contra del Consejo de Estado y, en particular, de los Magistrados de la Sección Tercera que en la actualidad adelantan las actuaciones a que ha dado lugar la decisión que adoptó el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, para cuyo efecto se fijará fecha y hora en la parte resolutiva del presente proveído. 
Finalmente, para efectos de que obre dentro de la presente actuación, se dispondrá por Secretaría de la Sección que la Emisora “La W Radio” remita, con destino a este asunto y en el menor tiempo posible, una reproducción –transcrita y en audio– de la declaración emitida por el señor Saúl Kattan Cohen el día 30 de mayo de 2012, respecto de la cual se ha hecho alusión a lo largo de esta providencia.
Al respecto, el artículo 61 de la Ley 1341 de 2009
, prevé:

<<ARTÍCULO 61. ARCHIVO. Los proveedores de servicios de radiodifusión sonora estarán obligados a conservar a disposición de las autoridades, por lo menos durante treinta (30) días, la grabación completa o los originales escritos, firmados por su director, de los programas periodísticos, informativos y discursos que se transmitan. Tales grabaciones, así como las que realiza el Ministerio, constituirán prueba suficiente para los efectos de esta ley>>. (Se ha subrayado y resaltado). 
De conformidad con la anterior disposición, la Sala advierte que los medios de comunicación radial tienen la obligación de mantener a disposición de las autoridades –entre las cuales, desde luego, se encuentran las Jurisdiccionales– las grabaciones completas de los programas periodísticos, informativos y discursos que se transmitan, como lo es la declaración pública rendida ante la emisora ‘La W Radio’ el día 30 de mayo del año en curso por el señor Saúl Kattan Cohen y para efectos de que dichas grabaciones cuenten con la autenticidad correspondiente, las mismas deben estar suscritas por sus respectivos directores,  motivo por el cual la reproducción –escrita y auditiva– que en esta decisión se le solicita a la emisora ‘La W Radio’ deberá cumplir con tal formalidad.  
La Secretaría mantendrá a disposición del señor Saúl Kattan Cohen, la respuesta que se obtenga de la emisora ‘La W Radio’, sin necesidad de que se expida nueva providencia que así lo ordene. 

Esta decisión se notificará personalmente al Ministerio Público. 

En mérito de lo expuesto, se
R E S U E L V E :

PRIMERO: DISPONER el inicio de la actuación encaminada a determinar si hay lugar a la adopción de medidas correccionales en contra del señor Saúl Kattan Cohen, por razón de las afirmaciones que realizó en sus declaraciones públicas a través de la emisora radial “La W”, el día 30 de mayo de 2012 en las horas de la mañana.

SEGUNDO: HACER saber al señor Saúl Kattan Cohen que con su conducta y en particular con las afirmaciones que formuló en las referidas declaraciones públicas, pudo incurrir en una o varias de las siguientes conductas:

2.1.- Faltar al respeto al Consejo de Estado y en particular a los Magistrados de la Sección Tercera de esta Corporación, a propósito de las actuaciones que se han surtido, con ocasión del servicio o por razón de sus actos oficiales y con ello podría estar incurso en las previsiones del artículo 58-1 de la Ley 270 de 1996.
2.2.- Asumir comportamientos contrarios a la solemnidad que deben revestir los actos jurisdiccionales, lo cual podría configurar el comportamiento previsto en el artículo 58-3 de la Ley 270 de 1996.
2.3.- Faltar al respeto debido al Consejo de Estado y en particular a los Magistrados de la Sección Tercera de esta Corporación en relación con el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas, lo cual podría enmarcar el comportamiento del señor Kattan Cohen en las previsiones del numeral 2 del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil.  

TERCERO: INFORMAR al señor Saúl Kattan Cohen que la tipificación de las conductas descritas e individualizadas en el numeral anterior dan lugar a la imposición de las sanciones pecuniarias consagradas en el artículo 60 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia y a la sanción de arresto prevista en el numeral 2 del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil.  
CUARTO: FIJAR el día jueves 7 de junio de 2012, a las 3:30 P.M., para escuchar al señor Saúl Kattan Cohen, con el fin de que pueda rendir explicaciones en relación con sus afirmaciones públicas en cuanto con las mismas pudo dar lugar a la configuración de las conductas individualizadas en los subnumerales 2.1, 2.2 y 2.3 del numeral Segundo de la parte resolutiva de la presente decisión.
QUINTO: NOTIFICAR, en forma personal, la presente providencia al señor Saúl Kattan Cohen.

SEXTO: Por Secretaría de la Sección, REQUERIR a la Emisora “La W Radio”, para que, en el menor tiempo posible, remita con destino a esta actuación una reproducción –transcrita y en audio– de la declaración emitida por el señor Saúl Kattan Cohen el día 30 de mayo de 2012, ante ese medio radial en horas de la mañana, la cual deberá estar suscrita por el director de ese medio en el cual se emitió dicha declaración, según los dictados del artículo 61 de la Ley 1341 de 2009, antes transcrito.
La Secretaría mantendrá a disposición del señor Saúl Kattan Cohen, la respuesta que se obtenga de la emisora ‘la W Radio’, sin necesidad de que se expida nueva providencia que así lo ordene. 

SEPTIMO: NOTIFICAR personalmente la presente decisión al Ministerio Público. 

OCTAVO: Por Secretaría de la Sección, INCORPORAR esta decisión en el encuadernamiento que para el efecto deberá crearse.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta

HERNÁN ANDRADE RINCÓN                                    RUTH STELLA CORREA PALACIO     

MAURICIO FAJARDO GOMEZ                                                     ENRIQUE GIL BOTERO

DANILO ROJAS BETANCOURTH                               JAIME O. SANTOFIMIO GAMBOA              

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ                   CARLOS A. ZAMBRANO BARRERA
� Sentencia C 037 de 5 de febrero de 1996, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia C 218 de mayo 16 de 1996, M.P. Fabio Morón Díaz.


� <<Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones>>.
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